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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de septiembre de 2018. 

Charlie Car Rental comparece ante este Tribunal mediante el 

recurso de apelación, en solicitud de revisión de la Sentencia1 dictada 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI), en el caso 

civil número K AC2015-0451. En virtud del referido dictamen, el TPI 

desestimó la Demanda sobre sentencia declaratoria instada por Charlie 

Car Rental (parte apelante). La parte apelante solicitó Reconsideración 

de la Sentencia, la cual fue denegada por el TPI.2 

I. 

 El presente caso tiene su origen en un dictamen emitido en el 

caso de Yolanda Bonano Hernández v. Charlie Car Rental, K DP2001-

1595, sobre daños y perjuicios3. Según surge del expediente, en dicho 

                                       
1 La Sentencia fue dictada el 31 de mayo de 2018, archivada en autos y notificada el 6 

de junio de 2018. 
2 La Resolución fue emitida el 28 de junio de 2018, archivada en autos y notificada el 

2 de julio de 2018. 
3 En dicha acción, la parte apelante fue demandada en daños y perjuicios por una 

caída sufrida por la señora Yolanda Bonano mientras se encontraba en las facilidades 

de ventas de la parte apelante, Charlie Car Rental. 
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caso, luego de celebrar el juicio en su fondo en rebeldía, el TPI dictó 

sentencia contra la parte apelante el 24 de junio de 2014. El dictamen 

del TPI en ese caso, condenó a la parte apelante a satisfacer a la parte 

demandante, Yolanda Bonano Hernández la cantidad de $856,805.09. 

A la fecha de presentación de la referida Demanda, la parte apelante 

tenía vigente una póliza de seguro emitida por National Insurance 

Company (National), quien le brindó defensa hasta el momento en que 

fue liquidada mediante orden judicial dictada en el caso Comisionado de 

Seguros v. National Insurance Company, K AC2011-0517.4 Luego, la 

Asociación de Garantía de Seguros Misceláneos (Asociación), se subrogó 

en el lugar de National y asumió la representación legal de la parte 

apelante. Posteriormente, la representante legal de la parte apelante 

renunció a su defensa debido a que ésta no presentó el formulario de 

comprobación de pérdida requerido por la orden de procedimiento de 

liquidación de National. No obstante, la parte apelante no fue notificada 

de dicha renuncia, debido a una dirección postal incorrecta, por lo cual 

dejó de recibir notificaciones sobre el caso.  

 Tras una solicitud de relevo de sentencia presentada por la parte 

apelante el 19 de diciembre de 2014, este foro intermedio revisó la 

denegatoria de dicho remedio5. Antes de que esta Curia dictara 

Sentencia, la parte apelante instó la Demanda de epígrafe el 12 de mayo 

de 2015, sobre sentencia declaratoria, incumplimiento de contrato, 

daños y perjuicios en contra de la Asociación, la Oficina del 

Comisionado de Seguros de Puerto Rico y, Wilma Rosario Rodríguez, en 

su carácter de liquidadora de National. Alegó que las demandadas 

debían responderle por los daños sufridos como consecuencia de la 

negligencia en la tramitación de la Demanda presentada en su contra 

en el caso civil núm. K DP2001-1595. Luego de varios incidentes 

procesales, el TPI dictó Sentencia parcial el 24 de mayo de 2016 en la 
                                       
4 Los procedimientos en el caso K DP2001-1595 estuvieron paralizados por varios 
años debido al cierre y liquidación de National.  
5 El TPI denegó la solicitud de relevo presentada por Charlie Car Rental el 15 de 

noviembre de 2016. 
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que desestimó, por falta de jurisdicción sobre la materia, la acción 

contra el Comisionado de Seguros de Puerto Rico y ordenó la 

continuación de los procedimientos en cuanto a la Asociación.6 

Posteriormente, el TPI dictó Sentencia el 24 de marzo de 20177, 

mediante la cual declaró ha lugar la Moción de Sentencia Sumaria 

presentada por la parte apelante y dispuso que la Asociación debía 

responder por la cantidad de $300.000.00 de la sentencia dictada en el 

caso civil núm. K DP2001-1595, según los límites estatuidos en el 

Artículo 38.040 del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 3804.8 

Casi de manera coetánea, un panel hermano de esta segunda 

instancia judicial, mediante sentencia dictada el 20 de marzo de 20179, 

en el recurso KLCE20170004910, revocó la resolución sobre denegatoria 

de relevo de sentencia dictada en el caso K DP2001-1595. Así, 

concedió el relevo de la sentencia dictada en rebeldía en dicho caso 

y devolvió el caso al TPI para que evaluara si procedía mantener la 

anotación de rebeldía a la parte apelante y para que celebrara un 

juicio que cumpliera con las exigencias del debido proceso de ley. 

En cuanto a la Sentencia parcial dictada el 24 de marzo de 2017, 

la Asociación presentó el recurso de apelación KLAN201700742. 

Mediante Sentencia de 15 de diciembre de 201711 un panel hermano de 

este Tribunal revocó la Sentencia dictada el 24 de marzo de 2017 en 

el caso K AC2015-0451, por haberse fundamentado en un dictamen del 

caso civil núm. K DP2001-1595 que fue dejado sin efecto, mediante 

Sentencia dictada en el recurso KLCE201700049, lo cual equivale a su 

                                       
6 Recurso de Apelación, Apéndice, págs. 227-234 (Sentencia Parcial). 
7 Íd., págs. 6-16 (Sentencia). 
8 Según concluyó el TPI, la presentación del formulario de reclamación de pérdida por 

parte de Charlie Car Rental en el caso de daños dependía de que la Asociación le 

hubiese notificado adecuadamente a este último la orden de liquidación emitida en el 
caso Comisionado de Seguros v. National Insurance Company, K AC2011-0517, lo cual 

no ocurrió. Por tanto, al haber incumplido con la notificación de la orden de 

liquidación requerida por el Código de Seguros, el TPI responsabilizó a la Asociación 

por el pago de $300,000.00 de la sentencia dictada contra Charlie Car Rental en el 

caso K DP2001-1595.   
9 Archivada en autos y notificada el 23 de marzo de 2017. 
10 Tomamos conocimiento judicial de la Sentencia dictada en el recurso 

KLCE201700049. 
11 Recurso de Apelación, Apéndice, págs. 333-338. 
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inexistencia. Esta Curia determinó que la posible causa de acción de la 

Asociación es contingente al resultado del pleito de daños incoado 

contra la parte aquí apelada en el caso civil núm. K DP2001-1595. 

Tras recibido el mandato, el TPI emitió orden dirigida a la parte 

apelante para que mostrara causa por la cual no se debía desestimar la 

Demanda sin perjuicio. La parte apelante presentó Moción para mostrar 

causa en la que sostuvo que procedía continuar con los procedimientos 

en el presente caso para determinar si la Asociación debe proveerle 

defensa en el caso civil núm. K DP2001-1595. La parte apelante, 

planteó, además, que la determinación del TPI contenida en la 

Sentencia de 24 de marzo de 2017, imponiéndole responsabilidad a la 

Asociación implicó que la reclamación en el pleito de daños (K DP2001-

1595) está cubierta, por lo que procedía determinar que la Asociación 

está obligada a proveerle defensa en dicho caso. El TPI celebró vista 

argumentativa el 30 de mayo de 2018. Por su parte, la Asociación 

expuso que procedía la desestimación de la Demanda, conforme al 

mandato emitido por el Tribunal de Apelaciones. 

El TPI dictó la Sentencia aquí apelada el 31 de mayo de 2018. En 

su dictamen dispuso: 

Atendidos los escritos presentados por las partes y 
escuchados los argumentos de las mismas vertidos en la vista 
argumentativa, a la luz del mandato del Tribunal de Apelaciones 
recibido en este caso, se resuelve que procede desestimar la 
Demanda. Una evaluación del tracto procesal de este caso refleja 
que, en la Demanda, CCR reclamó que las demandadas deben 

responderle por los daños que sufrió como consecuencia de la 
negligencia en la tramitación de la demanda de daños y 
perjuicios relativa al caso Civil Núm. K DP2001-1595, para la 
cual National le proveyó cubierta. Por ende, en la Demanda, CCR 
no reclamó que las demandadas están obligadas a proveerle 
defensa en el caso Civil Núm. K DP2001-1595. En esencia, lo que 
pretende ahora CCR es incorporar a la Demanda una causa de 
acción distinta a la incoada inicialmente. Además, no es válido el 
razonamiento de CCR al indicar que lo resuelto por este Tribunal 
en la Sentencia de 24 de marzo de 2017 implica una 
determinación de cubierta y, por ende, una determinación de 
defensa. Pues, según lo determinó el Tribunal de Apelaciones, lo 
resuelto en la Sentencia de 24 de marzo de 2017 estuvo basado 
en la determinación del caso Civil Núm. K DP2001-1595 que fue 
dejada sin efecto, por lo que nuestra Sentencia de 24 de marzo de 
2017 tampoco tiene efecto alguno. Así, se ordena la 
desestimación de la Demanda. 
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La parte apelante solicitó reconsideración de tal determinación, la 

cual fue denegada por el TPI. Inconforme aún, la parte apelante solicita 

a este Tribunal la revisión del aludido dictamen y señala que: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al desestimar la 
demanda en el caso civil número K AC2015-0451. Al imponer 
responsabilidad a la parte demandada en la sentencia dictada el 
24 de marzo de 2017 el Tribunal de Primera Instancia hizo una 
determinación sobre “Reclamación Cubierta” y al hacer una 
determinación de cubierta obligó a la aseguradora a proveer 
defensa.   

 

 La Asociación presentó su Alegato en oposición. Por tanto, luego 

de un análisis de los planteamientos de ambas partes, resolvemos. 

II. 

A. Sentencia Declaratoria  

 

La Regla 59 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, establece el 

mecanismo de sentencia declaratoria.  Conforme a dicha Regla, el foro 

de instancia tiene autoridad para declarar derechos, estados y otras 

relaciones jurídicas, aunque exista otro remedio; una vez dictada la 

sentencia declaratoria, ésta tiene la misma eficacia y vigor que 

cualquier otro tipo de sentencia. Así, las Reglas de Procedimiento Civil 

disponen que toda persona interesada en que una escritura, 

testamento, contrato escrito u otro documento constitutivo de contrato, 

o cuyos derechos fuesen afectados por un estatuto, estado u otras 

relaciones jurídicas, ordenanza municipal, contrato o franquicia, podrá 

solicitar una decisión sobre cualquier divergencia en la interpretación o 

validez de dichos estatutos, ordenanzas, contrato o franquicia, y 

además que se dicte una declaración de los derechos, estados u otras 

relaciones jurídicas que de éstos se derivan. Regla 59.2(a) de 

Procedimiento Civil, supra.  

Conviene destacar, que el propósito de la sentencia declaratoria 

es disipar una controversia sustancial y real entre partes con intereses 

legales adversos, para de este modo disipar la incertidumbre jurídica 

existente entre aquellos. Mun. de Fajardo v. Srio. de Justicia, 187 DPR 

245, 254 (2012). En ausencia de un peligro potencial contra el 
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promovente, el recurso de sentencia declaratoria es improcedente, 

amenazando en convertir cualquier dictamen judicial en una 

determinación abstracta e hipotética. Romero Barceló v. E.L.A., 169 DPR 

460, 475 (2006). Como en el caso de cualquier acción justiciable, el 

promovente tiene que demostrar la existencia de un daño claro, 

palpable, real, inmediato, y preciso, no abstracto o hipotético; que 

exista nexo causal entre el daño y la causa de acción invocada; y que la 

causa de acción surja al amparo de la constitución o de una ley. 

Hernández Torres v. Hernández Colón, et al., 131 DPR 593, 599 (1992).  

III. 

 En el presente caso, el TPI, luego de atender múltiples escritos de 

las partes y de celebrar una vista argumentativa, así como los dos 

dictámenes de esta Curia, coligió que lo procedente es la desestimación 

de la Demanda. Esto, pues la parte apelante reclamó en su Demanda 

que la parte demandada debía responderle por los daños sufridos como 

consecuencia de la negligencia en la tramitación de la Demanda por 

daños y perjuicios en el caso civil núm. K DP2001-1595, para la cual 

National había provisto cubierta. El TPI determinó, además, que en la 

Demanda la parte apelante no reclamó que la parte demandada está 

obligada a proveerle defensa en el referido caso, lo que implicaba la 

incorporación de una causa de acción distinta a la incoada 

inicialmente.  

 En cuanto a la alegación de la parte apelante de que la Sentencia 

del TPI de 24 de marzo de 2017, implica una determinación de cubierta 

y, por ende, una determinación de defensa, el TPI concluyó que dicho 

razonamiento no es válido. Esto, pues este foro apelativo había dejado 

sin efecto la determinación del caso civil núm. K DP2001-1595 y, 

además, mediante un dictamen posterior la referida Sentencia de 24 de 

marzo de 2017 fue revocada, dado que estuvo fundamentada en un 

dictamen que fue dejado sin efecto. 
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 En el recurso ante nuestra consideración, la parte apelante 

fundamenta su contención expresada en el señalamiento de error, en la 

sentencia dictada el 24 de marzo de 2017. Reitera que la determinación 

de cubierta en dicha sentencia obligó a la aseguradora a proveer 

defensa. Por su parte, la Asociación plantea que este Tribunal carece de 

jurisdicción para atender este recurso, pues la parte apelante no solicitó 

revisión del dictamen que revocó la sentencia de 24 de marzo de 2017. 

 Luego de un análisis de los procedimientos y dictámenes en el 

presente caso, razonamos que la determinación del TPI es correcta en 

derecho. Ciertamente la solicitud de defensa que hace la parte apelante 

está basada en una determinación de cubierta realizada en la Sentencia 

de 24 de marzo de 2017, la cual fue revocada. El dictamen mediante el 

cual fue revocada la referida Sentencia, es final y firme. Por tanto, no 

procede el reclamo de la parte apelante, que tampoco fue solicitado en 

la Demanda.  

 Cabe señalar que, al presente la causa de acción en el caso civil 

núm. K DP2001-1595 se encuentra pendiente de celebración de juicio 

en su fondo, lo que significa que corresponde al TPI la determinación 

sobre la procedencia o responsabilidad de pago, si alguna, por los 

daños alegados en dicho caso. Por tanto, colegimos que, en la actuación 

del TPI, no medió pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto. En 

consecuencia, confirmamos la determinación aquí recurrida. 

IV. 

 A la luz de los fundamentos antes reseñados, se confirma la 

Sentencia de desestimación dictada por el TPI. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


